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INFORME No. 111/13
PETICIÓN 4468-02
DECISIÓN DE ARCHIVO

ARGENTINA

5 de noviembre de 2013
Presunta víctima: 
Francisco Javier Trusso
y Peticionario:
Francisco Eduardo Trusso

Violaciones alegadas: 
Artículos 5, 7, 8, 9, 25 y 28 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  
Fecha de inicio del trámite:
28 de julio de 2005  
I. POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 11 de noviembre de 2002 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Francisco Javier Trusso (en adelante “el peticionario”) en la que alegó la violación a la libertad personal, la dilación en la decisión de un recursos de excarcelación, así como tratos degradantes por parte de una jueza, detención preventiva prolongada y arbitraria y la prisión por deudas en perjuicio de su hijo Francisco Javier Trusso (en adelante “la presunta víctima”).  El peticionario alegó que su hijo fue procesado penalmente por los delitos de estafa y defraudación en dos causas tramitadas en 1998.  El 14 de abril del 2000 se habría procedido a su detención y confinamiento en la unidad penitenciaria No. 23 de “Florencio Varela”, en virtud de las órdenes de prisión preventiva en su contra en ambos juicios.
2. El peticionario señaló que al cumplirse dos años del encarcelamiento de su hijo, solicitó en ambas causas el beneficio de excarcelación conforme a lo dispuesto por el artículo 1 de la ley 24.390.  Alegó que la Corte Suprema de Justicia dispuso su libertad casi seis meses después, el 18 de diciembre de 2002.  Asimismo, sostuvo que los tribunales inferiores se rehusaron a dar cumplimiento a la orden de excarcelación expedida por la Corte Suprema.
3. Respecto al agotamiento de los recursos internos, el peticionario alegó que hacía más de un año no se había resuelto un recurso extraordinario federal, por lo que alegó la aplicación de la excepción de prevista en el artículo 46.2.c) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

II.
Posición del Estado
4. El Estado se refirió a la orden de captura emitida contra la presunta víctima, como miembro del Consejo Directivo del Banco de Crédito Comercial, como parte de la investigación iniciada contra 15 personas.  Sostuvo que la presunta víctima habría sido detenido por Interpol en Brasil y se habría fugado de la Superintendencia Regional del Departamento de Policía Federal entre diciembre de 2000 y agosto de 2001 cuando fue detenido nuevamente. 

5. Alegó que el pedido de excarcelación de 6 de mayo de 2002 fue rechazado en primera instancia y otorgado por la Corte Suprema de Justicia el 18 de diciembre de 2002.  Este beneficio habría sido posteriormente revocado.

6. Señaló que el 11 de abril de 2003 la presunta víctima fue acusada por el Fiscal quien solicitó nueve años de prisión.  El 18 de enero de 2003 se habría dictado sentencia condenatoria de primera instancia con ocho años de prisión.  El 21 de noviembre de 2003 se le había concedido a la presunta víctima el beneficio de excarcelación bajo caución de un millón de pesos.  Tanto la defensa como la Fiscalía habrían apelado la sentencia por lo cual la pena habría sido reducida a cinco años por la aplicación de prescripción a ciertos delitos y la absolución respecto a la administración fraudulenta.  De este modo la presunta víctima habría continuado en libertad.
7. El Estado señaló que al momento de la presentación de la petición, el peticionario no había dado adecuado cumplimiento al requisito de agotamiento de los recursos internos en tanto los planteos relativos a su prisión preventiva aún no habían sido resueltos por los tribunales domésticos.  Asimismo, argumentó que la idoneidad y eficacia de dichos recursos habrían quedado demostrados al concederle la excarcelación ordinaria, aún cuando éste ya había sido condenado a la pena de ocho años por un juez de primera instancia.  Alegó que no se habrían configurado violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
8. La petición fue transmitida al Estado Argentino el 28 de julio de 2005 para sus observaciones.  El 23 de mayo de 2006 el Estado presentó su respuesta la que fue transmitida al peticionario el 17 de agosto de 2006 para sus observaciones.  El 20 de mayo de 2009 la CIDH reiteró dicha solicitud de información.  El 21 de diciembre de 2011 la CIDH reiteró la solicitud de información e indicó que de no recibirse la información en el plazo de tres meses podía archivar la petición.
IV.
FUNDAMENTOS PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO
9. Tanto el artículo 48 inciso b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir dichos motivos, ordenará el archivo del expediente.

10. A la fecha de aprobación del presente informe, el peticionario no ha respondido a las solicitudes de información de la CIDH del 17 de agosto de 2006, el 20 de mayo de 2009 y el 21 de diciembre de 2011.  Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con la información necesaria para alcanzar una decisión sobre la petición, a pesar de los esfuerzos para obtener dicha información y que la injustificada inactividad procesal del peticionario constituye indicio serio de desinterés en la tramitación de la petición, por lo que de conformidad al artículo 48 inciso b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 5 días del mes de noviembre de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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